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En la consulta sobre la constitucionalidad del proyecto “Ley de Aplicación 

Normativa” formulada por Álvaro Marcelo García Linera, en su calidad de 

Vicepresidente del Estado Plurinacional de Bolivia y Presidente de la Asamblea 

Legislativa Plurinacional.

I. ANTECEDENTES CON RELEVANCIA JURÍDICA

I.1. Contenido de la consulta

Por memorial presentado el 22 de febrero de 2013, cursante a fs. 5 y vta., se señala 

que el 15 del mismo mes y año, la Cámara de Senadores de la Asamblea Legislativa 

Plurinacional, a través de Resolución Camaral 010/2013-2014, resuelve por voto 

favorable de más de dos tercios de sus miembros presentes: “remitir en Consulta al 

Tribunal Constitucional Plurinacional, el Proyecto de Ley C.S. Nº 082/2013-2014 `Ley 

de Aplicación Normativa´, a objeto de confrontar el texto de ese Proyecto de Ley con la 

Constitución Política del Estado”, razón por la cual, en cumplimiento a lo establecido en 

el art. 112.2 del Código Procesal Constitucional (CPCo), se remite dicho proyecto 

adjuntándose además la correspondiente exposición de motivos, documento legislativo 

en el que se encuentran los fundamentos que sustentan la constitucionalidad del 

proyecto de ley de referencia, más la correspondiente Resolución Camaral antes citada.

I.2. Trámite Procesal en el Tribunal Constitucional Plurinacional

Ante la excusa presentada por el Magistrado Gualberto Cusi Mamani el 1 de marzo de 

2013, (fs. 22 y 24), la Sala Plena del Tribunal Constitucional Plurinacional, mediante AC 

0007/2013, de 5 de marzo, declaró legal la excusa del Magistrado Cusi, disponiendo su 

separación definitiva del conocimiento de la causa, convocándose a efecto de conocer el 

trámite de la consulta al Magistrado Macario Lahor Cortez Chávez (fs. 26 a 29).

El 5 de marzo de 2013, la Magistrada Soraida Rosario Chánez Chire formuló excusa 
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dentro de la presente causa, misma que fue declarada legal mediante AC 0008/2013, de 

7 de marzo emitido por la Sala Plena (fs. 32 a 34), disponiendo además la separación 

definitiva del conocimiento de la causa, convocándose a efecto de conocer el trámite de 

la consulta a los Magistrados Macario Lahor Cortez Chávez y Zenón Hugo Bacarreza 

Morales.

Por AC 0076/2013-CA de 8 de marzo (fs. 36 a 37), la Comisión de Admisión del 

Tribunal Constitucional Plurinacional, admitió la consulta sobre la constitucionalidad del 

proyecto de “Ley de Aplicación Normativa”, ordenándose se proceda al correspondiente 

sorteo de acuerdo a lo establecido por el art. 114 del CPCo.

II. CONCLUSIONES

II.1. Cursa Resolución Camaral 010/2013-2014, mediante la cual, se resuelve en el 

punto Primero, remitir en consulta al Tribunal Constitucional Plurinacional, el 

Proyecto de Ley C.S. 008/2013-2014, “Ley de Aplicación Normativa”, a objeto de 

confrontar el texto de este proyecto de ley con la Constitución Política del Estado, 

determinando además a través de su punto Segundo, la suspensión del 

procedimiento de aprobación del citado proyecto (fs. 7).

II.2. Cursa también en antecedentes la exposición de motivos referente al proyecto 

de Ley de Aplicación Normativa (fs. 8 a 14).

II.3. Cursa de fs. 15 a 16, en antecedentes Anteproyecto de Ley de Aplicación 

Normativa, con el siguiente tenor literal:

“LEY DE APLICACIÓN NORMATIVA

ARTÍCULO 1. OBJETO

La presente ley tiene por objeto determinar la aplicación normativa de cinco 

preceptos establecidos en la Constitución Política del Estado vigente, a fin de 

establecer su correcto ámbito de validez, respetando el tenor literal así como el 

espíritu de la norma fundamental. 

ARTÍCULO 2. CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

El Control Administrativo de Justicia, establecido en el artículo 159 inciso 13) de la 

Constitución Política del Estado, lo ejerce el Consejo de la Magistratura, cuyos 

miembros son preseleccionados de conformidad a lo establecido en el Artículo 

158.I inciso 5) de la Ley Fundamental.

ARTÍCULO 3. ELECCIÓN DEL CONTRALOR GENERAL DEL ESTADO

El Contralor General del Estado será elegido por dos tercios de votos de los 

miembros presentes de la Asamblea Legislativa Plurinacional, previa convocatoria 

pública, y calificación de capacidad profesional y méritos a través de concurso 

público, de conformidad al Artículo 214 de la Constitución Política del Estado. 
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ARTÍCULO 4. REELECCIÓN DEL PRESIDENTE Y VICEPRESIDENTE DEL 

ESTADO

I. De conformidad a lo establecido en el Artículo 168 de la Constitución Política 

del Estado, el Presidente y Vicepresidente elegidos por primera vez a partir 

de la vigencia de la Constitución, están habilitados para una reelección por 

una sola vez de manera continua.

II. La prescripción contenida en la Disposición Transitoria Primera, parágrafo II 

de la Constitución Política del Estado es aplicable a las autoridades que 

después del 22 de enero de 2010, continuaron ejerciendo cargos públicos, 

sin nueva elección, designación o nombramiento. 

ARTÍCULO 5. PRESUPUESTO GENERAL DEL ESTADO

De conformidad a lo establecido en el artículo 158.I numeral 11 y 321.III de la 

Constitución Política del Estado, el Pleno de la Asamblea Legislativa Plurinacional 

podrá considerar, en el término de sesenta días el Presupuesto General del Estado 

presentado por el Órgano Ejecutivo, quien lo remitirá al menos dos meses antes 

de la finalización de cada año fiscal. 

ARTÍCULO 6. TRATADOS INTERNACIONALES ANTERIORES A LA 

CONSTITUCIÓN

La obligación de denunciar los Tratados Internacionales contrarios a la 

Constitución, establecida en la Disposición Transitoria Novena de la Constitución 

Política del Estado, implica la posibilidad de denunciarlos o, alternativamente, 

demandarlos ante Tribunales Internacionales, a fin de precautelar los altos 

intereses del Estado”.

III. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DEL FALLO

El Vicepresidente del Estado Plurinacional de Bolivia, consulta la constitucionalidad del 

proyecto de ley denominado: “Ley de Aplicación Normativa”. En consecuencia, 

corresponde someter a control previo de constitucionalidad el proyecto de ley 

consultado, a objeto de determinar su compatibilidad o incompatibilidad con la 

Constitución Política del Estado, para que en su mérito, la Asamblea Legislativa 

Plurinacional, pueda continuar con el proceso de aprobación.

III.1. Naturaleza jurídica del control previo de constitucionalidad

Conforme a la norma prevista por el art. 196.I de la Constitución Política del 

Estado (CPE), el Tribunal Constitucional Plurinacional vela por la supremacía de 

la Constitución, ejerce el control de constitucionalidad y precautela el respeto y 

vigencia de los derechos y garantías constitucionales; conforme a ello, el ejercicio 

de la justicia constitucional por el Tribunal Constitucional Plurinacional, abarca 

tres ámbitos de acción: a) El control normativo de constitucionalidad; b) El 

control competencial de constitucionalidad; y c) El control tutelar de 

constitucionalidad; es decir, la protección de los derechos y garantías 

fundamentales. 
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En ese orden, del contenido de las atribuciones del Tribunal Constitucional 

Plurinacional, establecidas por la Norma Suprema en su art. 202, se constata que 

en el ámbito del control normativo de constitucionalidad; éste puede ser previo, 

preventivo o a priori y correctivo, posterior o a posteriori. El primero se realiza 

antes de la aprobación de la ley, a instancia de las autoridades que tienen 

legitimación, con el objeto de que el órgano que ejerce el control de 

constitucionalidad, contraste el texto del proyecto de ley con la Constitución 

Política del Estado, a objeto de establecer que sus preceptos no sean contrarios al 

sistema de normas, principios y valores contenidos en la Norma Suprema. El 

control correctivo, posterior o a posteriori es el que se realiza con el mismo 

objeto, una vez que la norma legal ha sido aprobada y se encuentra en vigencia.

Respecto al control previo, la norma prevista por el art. 202.7 de la CPE,  establece 

como atribución del Tribunal Constitucional Plurinacional, absolver las consultas 

del Presidente o Presidenta del Estado, de la Asamblea Legislativa Plurinacional, 

del Tribunal Supremo de Justicia o del Tribunal Agroambiental sobre la 

constitucionalidad de los proyectos de ley. Asimismo, el precepto constitucional 

determina que la decisión del Tribunal Constitucional Plurinacional es de 

cumplimiento obligatorio.

En concordancia con aquello, el art. 112 del CPCo, precisa quiénes ostentan 

legitimación para formular consultas sobre la constitucionalidad de proyectos de 

ley, señalando: “1. La Presidenta o Presidente del Estado Plurinacional, cuando 

se trate de proyectos cuya iniciativa tienen su origen en el Órgano Ejecutivo; 2. 

La Presidenta o Presidente de la Asamblea Legislativa Plurinacional, tratándose de 

Proyectos de Ley, cuando fuere aprobada por Resolución del Pleno de la 

Asamblea Legislativa Plurinacional o una de sus Cámaras, por dos tercios de los 

miembros presentes; 3. Para Proyectos de Ley de Materia Judicial, la Presidenta o 

Presidente del Tribunal Supremo de Justicia o del Tribunal Agroambiental, previa 

aprobación por la Sala Plena respectiva.”

Al respecto, conviene aclarar y precisar que la atribución conferida al Tribunal 

Constitucional Plurinacional para efectuar control previo de constitucionalidad, 

conlleva una labor objetiva del proyecto de ley en consulta, efectuando los juicios 

de constitucionalidad requeridos para determinar la compatibilidad o 

incompatibilidad de los preceptos sometidos a consulta, con el sistema de 

valores, principios y normas de la Constitución, limitando su actuación a dicha 

tarea, pues el ir más allá proponiendo formas de redacción o contenidos, 

constituiría desnaturalizar el control previo y asumir facultades y atribuciones 

propias del legislador.

III.2. Alcances de la parte dogmática y orgánica de la Constitución Política 

del Estado vigente en Bolivia

La SCP 1227/2012 de 7 de septiembre, en forma precisa desarrolló la existencia 

y contenido de las dos partes esenciales que componen la Norma Suprema, 

estableciendo que: “En el marco de lo señalado, de acuerdo a postulados propios 

de teoría constitucional, es menester señalar que esta Constitución axiomática, 
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como Norma Suprema del Estado, tiene dos partes esenciales: 1) La parte 

dogmática; y, 2) La parte orgánica de la Constitución. 

La parte dogmática de la Constitución, plasma los valores supremos; principios 

rectores; derechos fundamentales y garantías normativas, jurisdiccionales y de 

defensa. Asimismo, la parte orgánica de la Constitución, estructura como ya se 

dijo precedentemente la ingeniería institucional que en el Estado Plurinacional de 

Bolivia, deberá responder al pluralismo, la interculturalidad y a los postulados 

propios del Estado Constitucional de Derecho. 

En el contexto antes señalado, debe precisarse que en todo Estado Constitucional 

de Derecho, que es un elemento que caracteriza al Estado Plurinacional de 

Bolivia, la parte dogmática de la Constitución, se caracteriza por su directa 

aplicación, es decir, que su materialización y por ende el fenómeno de 

constitucionalización en el ordenamiento jurídico no necesita ley de desarrollo 

previa; por el contrario, a la luz del principio de legalidad, que constituye uno de 

los pilares para el ejercicio de la función pública y merced al principio de 

seguridad y certeza jurídica, como ejes esenciales del Estado Constitucional de 

Derecho, la parte orgánica de la Constitución, para su aplicación necesita leyes 

orgánicas de desarrollo, las cuales, para asegurar la garantía de `reserva de ley´, 

deben ser emanadas de la Asamblea Legislativa Plurinacional, por cuanto, la 

parte orgánica -a diferencia de la dogmatica-, una vez en vigencia de la normativa 

orgánica de desarrollo, podrá ser aplicada. 

Este criterio fue utilizado y desarrollado por el Tribunal Constitucional, que en el 

periodo de transición inter-orgánico, (…) a través de la SC 0044/2010-R de 20 de 

abril, entre otras, de manera uniforme consolidó el principio de aplicación directa 

de la Constitución en cuanto a su parte dogmática”.

Conforme el entendimiento jurisprudencial glosado precedentemente, la 

Constitución estaría conformada por los valores supremos, principios rectores, 

derechos fundamentales y garantías normativas, jurisdiccionales y de defensa, 

aspectos que desde una óptica de técnica legislativa, se encuentran insertos en el 

Preámbulo de la Constitución y la primera  parte de ésta que abarca hasta su art. 

144.

Ahora bien, siguiendo los ejes rectores establecidos en la parte dogmática de la 

Constitución, a su vez, su parte orgánica plasma la organización del ejercicio del 

poder destinada esencialmente a cumplir con los fines esenciales del Estado 

Plurinacional de Bolivia.

En el orden de ideas señalado y con la finalidad de realizar el pertinente test de 

compatibilidad constitucionalidad en el caso concreto, debe establecerse 

taxativamente que de acuerdo a la teoría constitucional, existe una diferencia 

sustancial entre la parte dogmática de la Constitución y su parte orgánica, en se 

orden, debe precisarse que la parte dogmática de la Constitución, se 

caracteriza por su directa aplicación; es decir, que su materialización 

no necesita ley de desarrollo previa; por el contrario, merced al 

principio de legalidad, que constituye uno de los pilares esenciales 
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para el ejercicio de la función pública, la parte orgánica de la 

Constitución, para su aplicación, necesita leyes expresas de desarrollo, 

las cuales deben emanar de la Asamblea Legislativa Plurinacional.

III.3. Los alcances del bloque de constitucionalidad y el orden jurídico 

infra-constitucional 

El órgano contralor de constitucionalidad, en cuanto a la temática referente al 

bloque de constitucionalidad, a través de la SC 0110/2010-R de 10 de mayo, en 

mérito a una labor hermenéutica armónica con los roles del Sistema 

Interamericano de Protección de Derechos Humanos, estableció que forman parte 

del bloque de constitucionalidad, la Constitución, los Tratados internacionales 

referentes a derechos humanos y los Acuerdos de Integración, pero además, 

estableció que deben también ser incorporados a éste, todas las sentencias, 

opiniones consultivas y demás decisiones emergentes del referido sistema 

protectivo supranacional de Derechos Humanos.

En coherencia con el entendimiento jurisprudencial antes señalado, debe precisarse 

que el bloque de constitucionalidad, se encuentra expresamente establecido en el 

art. 410.II de la Constitución, disposición que en su tenor literal establece lo 

siguiente: “La Constitución es la norma suprema del ordenamiento jurídico 

boliviano y goza de primacía frente a cualquier otra disposición normativa. El 

bloque de constitucionalidad está integrado por los Tratados y Convenios 

Internacionales en materia de Derechos Humanos y las normas de Derecho 

Comunitario, ratificados por el país…”.

Ahora bien, en armonía a la pauta exegética o gramatical de interpretación 

constitucional, se tiene que el bloque de constitucionalidad imperante en el 

Estado Plurinacional de Bolivia, está compuesto por los siguientes 

compartimentos: 1) La Constitución como norma positiva; 2) Los tratados 

internacionales referentes a Derechos Humanos; y 3) Las Normas Comunitarias; 

sin embargo, en el marco de una interpretación progresiva, acorde al principio de 

unidad constitucional y enmarcada en las directrices principistas del Estado 

Plurinacional de Bolivia, debe establecerse además que los valores plurales 

supremos del Estado Plurinacional de Bolivia, como ser el vivir bien, la 

solidaridad, la justicia, la igualdad material, entre otros, forman parte del bloque 

de constitucionalidad en un componente adicional, el cual se encuentra amparado 

también por el principio de supremacía constitucional. Así también, en el marco 

de la nueva visión del constitucionalismo del Estado Plurinacional de Bolivia, 

formarán parte  de este compartimento del bloque de constitucionalidad todos 

los principios generales del derecho.

Por lo expuesto, se colige que la interpretación del bloque de constitucionalidad, 

en una concepción extensiva y en armonía con los mandatos constitucionales 

establecidos en el art. 13.IV y 256 de la CPE, en tópicos vinculados a Derechos 

Humanos, comprende además la pauta de interpretación “desde y conforme al 

bloque de convencionalidad”, razón por la cual, en mérito a una interpretación 

progresiva, los derechos amparados por el principio de supremacía 

constitucional, están integrados por los expresamente disciplinados en el texto 
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constitucional y  todos aquellos reconocidos por el bloque de convencionalidad, 

en el ámbito de una aplicación siempre guiada a la luz del principio de 

favorabilidad.

De acuerdo a lo señalado, es pertinente precisar que a partir de la concepción del 

bloque de constitucionalidad, se genera en el Estado Plurinacional de Bolivia, un 

orden jurídico infraconstitucional, en relación al cual, debe operar lo que en 

teoría constitucional se denomina “fenómeno de constitucionalización del 

ordenamiento jurídico”, en mérito del cual, el bloque de constitucionalidad, se 

materializará en la vida social a través de la irradiación de su contenido (En ese 

mismos sentido Ricardo Guastini en “La Constitucionalización del ordenamiento 

jurídico: El caso italiano”).

III.4. La aplicación normativa como herramienta legislativa

Al respecto, partiremos  recogiendo algunas consideraciones efectuadas por Konrad 

Hesse: “La Fuerza normativa de la Constitución”, respecto a la norma 

constitucional, que -a su criterio- “carece de existencia propia, independiente de 

la realidad. Su naturaleza estriba en que pretende tener vigencia, es decir, 

realizar en la realidad el estado por ella normado. Esta pretensión de vigencia no 

puede desvincularse de las condiciones históricas de su realización que, 

manteniéndose en una interdependencia múltiple crean los condicionamientos 

específicos de los que no puede hacer abstracción. Entre ellos se cuentan las 

condiciones naturales, técnicas, económicas y sociales de cada situación, frente a 

las cuales la pretensión de vigencia de la norma jurídica sólo tiene éxito cuando 

toma en cuenta estas condiciones”.

Concordante con el referido criterio y precisándolo, Francisco Fernández Segado (en 

su obra “Aproximación a la Ciencia del Derecho Constitucional”), sostiene que 

sólo desde la comprensión de los condicionamientos sociales y de todo orden que 

inciden sobre la vigencia de una norma constitucional, podrá entenderse su 

eficiencia y efectos.

El texto constitucional se constituye en la Norma Suprema que -por voluntad del 

constituyente- recoge además los valores sociales, políticos y en el caso de Bolivia 

con particular incidencia los principios y valores ético morales en los que se 

sustenta el Estado y que buscan la armonía y el “vivir bien” de la sociedad plural, 

por lo que por regla general su contenido es uniforme, concordante, coherente, 

integrado y funcional; sin embargo, pueden presentarse situaciones 

excepcionales que sin resultar necesariamente antinomias dentro del texto 

constitucional, se evidencie normas que al momento de su aplicación puedan 

parecer contrarias al contenido de otros preceptos constitucionales o más que 

contrarias, su materialización no parecería estar contextualizada con todo el 

contenido y el espíritu de la Constitución Política del Estado.

Surge en consecuencia la necesidad de establecer la aplicación 

normativa como una herramienta legislativa que posibilite la eficaz y 

correcta materialización de preceptos constitucionales, dado que en 

un Estado Constitucional de Derecho, todas las normas tienen que ser 
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acordes a la Norma Suprema, teniendo como finalidad esencial el 

posibilitar que las normas constitucionales sean eficaces, en términos 

de ser materialmente verificables.

En ese orden, la Asamblea Legislativa Plurinacional, que expresa y ejecuta 

legislativamente la voluntad del soberano, tiene la obligación  de hacer efectivas 

las normas constitucionales y materializar el contenido de la Constitución Política 

del Estado, no otra cosa significa la labor legislativa de leyes de desarrollo, que 

en esencia son normas que cristalizan y encarnan los preceptos orgánicos en el 

marco de los valores y principios instituidos por la Constitución Política del 

Estado.

En este punto de análisis, cabe referirse a la autolimitación de la soberanía, que el 

constitucionalista Ignacio De Otto  “Derecho Constitucional, Sistema de Fuentes” 

desarrolla de la siguiente forma: “En términos de teoría jurídica la doctrina del 

poder constituyente del pueblo no es sino la formulación de una norma básica del 

ordenamiento, esto es, de una norma de la que deriva la validez de todas las 

demás (…) Según  la teoría del poder constituyente del pueblo, éste, en cuanto es 

soberano, tiene un poder absoluto para determinar lo que es derecho, y lo ejerce 

dando una Constitución en la que determina los procedimientos y los límites de la 

creación de normas. Establecida la Constitución el propio poder del pueblo queda 

sujeto a ella, pues la voluntad popular de reformarla sólo podrá expresarse 

válidamente siguiendo los procesos de reforma que la propia Constitución 

establece. Con la Constitución el pueblo no sólo constituye poderes del Estado, 

que deben su existencia a la voluntad popular, sino que, además, se autolimita en 

el sentido de que, en el futuro, su propio poder acerca de la Constitución sólo 

podrá ejercerse en los términos que la propia Constitución establece”.

Del razonamiento expresado deriva entonces la evidencia de que el constituyente 

originario recogiendo la voluntad del soberano, instituye una Norma Suprema 

que -como se expresó en fundamentos precedentes- contiene una parte 

dogmática y otra orgánica que son la expresión de la autoidentificación del 

pueblo, la visión y concepción del tipo de Estado imperante, todo ello en el 

marco de los  valores y principios supremos que rigen a esa sociedad. Luego está 

que el constituyente derivado, que de igual forma representa la voluntad del 

soberano, debe no sólo enmarcar las normas que emite al contenido de la 

Constitución Política del Estado, sino que su función implica también el 

materializar dicho contenido y el espíritu de la Norma Suprema a través de leyes, 

y en los casos excepcionales de presentarse una aparente antinomia o fricción de 

normas constitucionales, el legislativo puede -en ejercicio de la facultad conferida 

por el soberano- dilucidar dicha antinomia o roce de preceptos constitucionales a 

través de una ley, a efectos de una aplicación contextualizada y sistémica de la 

Constitución Política del Estado, sin que dicha tarea, de ninguna manera, importe 

una presunta ley de interpretación de la Constitución, sino únicamente cumplir y 

materializar la soberanía popular que no puede ser limitada ni restringida por 

ninguna norma, ni autoridad.

En ese sentido, cuando el art. 4.III de la Ley del Tribunal Constitucional 

Plurinacional (LTCP) establece que: “El Tribunal Constitucional Plurinacional en 
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su labor de guardián de la Constitución Política del Estado es el intérprete 

supremo de la Ley Fundamental sin perjuicio de la facultad interpretativa que 

tiene la Asamblea Legislativa Plurinacional como órgano depositario de la 

soberanía popular”, debe entenderse que simplemente reconoce una competencia 

implícita en la Constitución, para el ejercicio de sus competencias; es decir, para 

elaborar leyes concretas, pero no para sustituir al legislador constituyente y 

menos aún menoscabar la competencia del Tribunal Constitucional Plurinacional 

constituido conforme al art. 196.I de la CPE, en último y máximo intérprete de la 

Norma Suprema, cuyas decisiones además son vinculantes y obligatorias también 

al propio legislador ordinario por mandato popular.

III.5 La refundación del Estado Plurinacional de Bolivia y su génesis en la 

función constituyente que aprobó la Constitución de 2009

En el caso de nuestro país, el proceso constituyente que se desarrolló desde el 

2006, concluyendo el 2009, tuvo inequívocamente un carácter originario, con 

una génesis directa en la voluntad democrática popular, característica a partir de 

la cual, se entiende su autonomía, en mérito de la cual, el nuevo orden trazado, 

es diferente al pre-existente, ya que la función constituyente, por su naturaleza 

jurídica, generó una nueva era jurídico-política basada en la refundación del 

Estado, en el marco de los criterios del pluralismo, la interculturalidad y la 

descolonización, como ejes esenciales del nuevo modelo de Estado.

En ese marco, es imperante establecer también, que el ámbito y límite de la 

función constituyente originaria y del nuevo orden generado por ella misma, son 

los derechos humanos reconocidos por acuerdos y tratados internacionales, los 

cuales a su vez, formarán parte del bloque de constitucionalidad.

El órgano contralor de constitucionalidad, definió a través de su uniforme línea 

jurisprudencial las características de la refundación del Estado, en ese orden, el 

primer hito fundamental a ser resaltado, constituye la SC 0168/2010-R de 17 de 

mayo, la cual, en su Fundamento Jurídico III.3, desarrolló la naturaleza jurídica 

de la función constituyente y la Asamblea Constituyente, señalando que el 

elemento esencial para establecer la naturaleza jurídica de la función 

constituyente, es su carácter soberano; en ese orden, dicho entendimiento ya 

estableció que la teoría del “Poder Constituyente”, consagró el carácter soberano 

de la función constituyente, la cual no está vinculada a ninguna norma jurídica 

previa, toda vez que por su naturaleza es un poder pre-jurídico.

La Sentencia Constitucional referida, estableció de manera expresa la denominada 

“Tesis de la función constituyente”, precisando que la voluntad democrática 

popular, constituye la génesis democrática legítima para modificar un orden 

anteriormente establecido, sustituyéndolo por uno nuevo en casos de profundas 

crisis estructurales.

El referido entendimiento jurisprudencial, señala además que en los Estados 

contemporáneos, la función constituyente es pre-existe en relación al nuevo 

Estado a ser creado, caracterizándose por esta razón su naturaleza extraordinaria, 
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extra-jurídica y autónoma. Así, estableció el entendimiento ahora invocado, 

reconociendo que la función constituyente, en mérito a su rasgo autónomo, es 

una fuente y esencia del nuevo orden jurídico, diferente y completamente 

independiente del orden pre-constituido. Además, es necesario señalar que el 

Tribunal Constitucional Plurinacional, en entendimientos anteriores, desarrolló 

también el tema referente a la refundación del Estado, tal como lo hizo en la SCP 

1227/2012 de 7 de septiembre, entre otras.

III.6. Test de compatibilización del art. 1 de la Ley de Aplicación Normativa

La norma contenida en el art. 1 del proyecto de ley en consulta, establece que 

ésta tiene por objeto determinar la aplicación normativa de cinco preceptos 

establecidos en la Constitución Política del Estado vigente, a fin de establecer su 

correcto ámbito de validez, respetando el tenor literal así como el espíritu de la 

norma fundamental.

Al respecto, los cinco preceptos objeto de la aplicación normativa responden al 

control administrativo de justicia encomendado al Consejo de la Magistratura; la 

elección del Contralor General del Estado; la re-elección del Presidente y 

Vicepresidente del Estado y la continuidad de gestión para autoridades electas, 

designadas o nombradas que después del 22 de enero de 2010, hubieren 

continuado en el ejercicio de sus cargos; el Presupuesto General del Estado; y la 

denuncia o demanda ante Tribunales Internacionales de Tratados internacionales.

En ese orden y en el marco de los razonamientos desarrollados en los Fundamentos 

Jurídicos III.2, III.3 y III.4 de la presente Declaración Constitucional, existe una 

diferencia sustancial entre la parte dogmática de la Constitución y su parte 

orgánica, lo que a su vez implica que la parte dogmática se caracteriza por su 

directa aplicación; es decir, que su materialización no necesita ley de desarrollo 

previa, por el contrario, en razón al principio de legalidad, que constituye uno de 

los pilares para el ejercicio de la función pública, se estableció también que la 

parte orgánica de la Norma Suprema, para su aplicación, necesita leyes expresas 

de desarrollo, las cuales, deberán emanar de la Asamblea Legislativa 

Plurinacional, en cumplimiento de la atribución conferida por el art. 158.I.3 de la 

CPE, que establece dictar leyes, interpretarlas, derogarlas, abrogarlas y 

modificarlas.

Dentro de ese marco, al evidenciarse que los cinco preceptos de aplicación 

normativa desarrollados en el proyecto de ley, constituyen elementos que hacen a 

la parte orgánica de la Constitución, sus contenidos no sólo que pueden, sino 

que deben ser desarrollados mediante ley que emane del órgano de legitimidad 

popular, como es la Asamblea Legislativa Plurinacional; es decir, el constituyente 

derivado, aspecto absolutamente armónico con el orden constitucional, no sólo 

porque responde a la naturaleza jurídica de las disposiciones insertas en la parte 

orgánica de la Norma Suprema, sino porque materializa sus contenidos 

cumpliendo con la voluntad del constituyente originario.

En el orden de ideas señalado, la aplicación normativa de disposiciones 

expresas insertas en la parte orgánica de la Constitución, destinadas a 
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establecer un correcto ámbito de validez, se encuentra enmarcada 

dentro de los roles propios de la Asamblea Legislativa Plurinacional, 

para la disciplina de aspectos propios de la parte orgánica de la 

Constitución. En consecuencia, el objeto del proyecto de ley en 

consulta, no implica un exceso, ni menos aún una contradicción con el 

orden constitucional imperante, sino por el contrario, el objeto del 

proyecto de ley, responde a la atribución conferida por la Norma 

Suprema a la Asamblea Legislativa Plurinacional, de desarrollar 

disposiciones orgánicas de la Constitución, cumpliendo a su vez la 

obligación del constituyente derivado de encarnar los valores y 

principios constitucionales, materializando el contenido de la Norma 

Suprema en leyes que efectivicen su contenido y que respondan a la 

voluntad del soberano.

Conforme lo expuesto, no se evidencia incompatibilidad alguna del contenido del 

art. 1 del proyecto de ley en consulta y por ende del objeto de la ley, con el texto 

constitucional, en tanto se trate de una norma de desarrollo de la parte orgánica 

de la Constitución.

III.7. Sobre el art. 2 del proyecto de la Ley de Aplicación Normativa

El denominado control administrativo de la justicia es una potestad 

constitucionalmente asignada al Consejo de la Magistratura del Estado 

Plurinacional de Bolivia, según el art. 193.I de la CPE, al establecer que “El 

Consejo de la Magistratura es la instancia responsable del régimen disciplinario 

de la jurisdicción ordinaria, agroambiental y de las jurisdicciones especializadas; 

del control y fiscalización de su manejo administrativo y financiero; y de la 

formulación de políticas de su gestión. El Consejo de la Magistratura se regirá por 

el principio de participación ciudadana”.

Nótese que la norma glosada refiere un principio sustancial para la convivencia 

democrática, cual es la de división de órganos de poder, la primera involucra la 

autonomía a la que hace referencia el art. 7 de la Ley del Órgano Judicial (LOJ), e 

implica que este Órgano administra y controla su gestión administrativa de 

manera autónoma, en relación a los otros Órganos del Estado (Legislativo, 

Ejecutivo y Electoral), y la segunda dimensión, una intra-orgánica en el Órgano 

Judicial, pues han discriminado la función de gestión administrativa a cargo de la 

Dirección Administrativa Financiera (DAF) del aludido Órgano, de la función de 

control de la gestión administrativa financiera, la misma que reside  en el Consejo 

de la Magistratura. 

En ese sentido, el proyecto de norma legal se limita a desarrollar cuál es el 

Órgano al que se refiere el art. 159.13 de la Norma Suprema -referido a la 

preselección de los postulantes al Control Administrativo de Justicia y remisión al 

Órgano Electoral Plurinacional de la nómina de los precalificados, para la 

organización única y exclusiva del proceso electoral- por ende la preselección de 

sus miembros se acomoda al art. 158.I.5) de la misma CPE, que establece que 

son atribuciones de la Asamblea Legislativa Plurinacional, además de las que 

determina la Norma Suprema y la ley, entre otras la de preseleccionar a las 
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candidatas y a los candidatos para la conformación del Tribunal Constitucional 

Plurinacional, Tribunal Supremo de Justicia, Tribunal Agroambiental y Consejo de 

la Magistratura.

Ello implica que el art. 2 del proyecto de ley en consulta, no sólo que se constituye 

en una norma de desarrollo, sino que es necesaria su existencia y vigencia, por 

cuanto su contenido se ajusta al principio de separación de funciones, respetando 

la voluntad del constituyente, en sentido de quién debe ejercer el control 

administrativo de la justicia, impulsando y coadyuvando al mismo tiempo a la 

vigencia del principio de separación de funciones de los Órganos del Estado 

Plurinacional, la misma que se halla establecida en el art. 12 de la CPE, que 

señala: 

“I. El Estado se organiza y estructura su poder público a través de los órganos 

Legislativo, Ejecutivo, Judicial y Electoral. La organización del Estado está 

fundamentada en la independencia, separación, coordinación y 

cooperación de estos órganos.

II. Son funciones estatales la de Control, la de Defensa de la Sociedad y la de 

Defensa del Estado.

III. Las funciones de los órganos públicos no pueden ser reunidas en un solo 

órgano ni son delegables entre si”.

En el marco de los razonamientos expuestos, el art. 2 del Proyecto de ley en 

control previo de constitucionalidad, resulta compatible con el texto de la Norma 

Suprema, dado que se acomoda al espíritu del constituyente y al principio de 

separación de órganos, manteniendo el equilibrio inter-orgánico e intra-orgánico.

III.8. Respecto al art. 3 del proyecto de la Ley de Aplicación Normativa

El proyecto de ley sometido a control de constitucionalidad previo en su art. 3 

prevé: “El Contralor General del Estado será elegido por dos tercios de votos de 

los miembros presentes de la Asamblea Legislativa Plurinacional, previa 

convocatoria pública, y calificación de capacidad profesional y méritos a través de 

concurso público, de conformidad al Artículo 214 de la Constitución Política del 

Estado”.

El artículo propuesto por en el proyecto de ley reitera lo establecido por el texto 

constitucional en el art. 214 de la CPE, que determina que la  Contralora o 

Contralor General del Estado se designará por dos tercios de votos de los 

presentes de la Asamblea Legislativa Plurinacional y que dicha elección requiere 

de convocatoria pública previa, y calificación de capacidad profesional y méritos a 

través de concurso público.

Por otra parte debe considerarse que la norma constitucional también ha previsto 

en el art. 172.15 que es atribución del Presidente del Estado nombrar, de entre 

las ternas propuestas por la Asamblea Legislativa Plurinacional, a la Contralora o 

al Contralor General del Estado. 
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Conforme a lo desarrollado a lo largo de la presente Declaración Constitucional, 

respecto a la existencia de antinomia que pueda presentarse al interior del texto 

constitucional, es posible que el órgano legislativo, en esta su labor de 

materializar la constitución, pueda dictar leyes que hagan posible la 

materialización de la constitución, con la finalidad de evitar que las normas 

antinómicas se tornen ineficaces.

El desarrollo e interpretación que realice el legislativo en este caso, está 

condicionada a que la misma responda a la parte orgánica de la Constitución; 

corresponde en el caso analizar si la labor efectuada por la Asamblea Legislativa 

Plurinacional sobre la elección de la Contralora o Contralor General del Estado 

por parte del Órgano Legislativo y no por la Presidenta o Presidente del Estado 

responde a la parte orgánica de la constitución.

Así, el texto constitucional en el art. 1 de la CPE, a tiempo de definir el modelo 

de Estado, reconoce el carácter eminentemente democrático de éste, 

garantizando una forma de convivencia social que necesariamente implica la 

concurrencia de libertades e igualdades, donde las relaciones sociales se 

establecen de acuerdo a mecanismos de participación ciudadana sin distinciones 

ni discriminación, este carácter democrático del Estado  determina que la 

titularidad del poder político descansa en el pueblo y no en el gobernante, 

quien ejerce el poder por delegación conferida por el pueblo a través del voto 

directo y de la participación directa en las decisiones  políticas. Es así que 

conforme al principio democrático aludido, el gobierno encuentra en el voto un 

factor de legitimación, en coherencia con lo manifestado por el art. 7 de la CPE, 

donde refiriéndose a la soberanía, indica que la misma reside en el pueblo, 

además que es inalienable e imprescriptible, lo que determina que el pueblo es  

el origen de todo poder concluyéndose que el poder del Estado emana del 

Pueblo, este potestad democrática en su ejercicio puede por un lado ser 

ejercida a través de la delegación a los mandatarios y representantes mediante 

elecciones libres, plurales, igualitarias y ampliamente informadas; y, por otro, 

interviniendo en la toma de decisiones expresando su voluntad política ante las 

consultas efectuada  por el gobierno,  a través de los mecanismos de 

participación que establece la Constitución Política del Estado.

La Asamblea Legislativa Plurinacional es el órgano que por su concepción, 

naturaleza  democrática y plural representa de mejor manera la voluntad del 

pueblo, por ello la aplicación normativa planteada en el proyecto de ley, 

referida a que la Contralora o Contralor del Estado sea elegida por esa 

instancia, es una interpretación que responde al texto constitucional, pues la 

decisión del órgano político colegiado involucra un mayor grado de discusión, 

garantiza la participación plural de sus miembros en el proceso decisorio, 

respondiendo de mejor manera al carácter democrático del Estado, razones por 

las cuales la norma en consulta y objeto de análisis resulta ser constitucional.

III.9. Con relación a la Ley de Aplicación Normativa, referente al art. 4

El art. 4 del proyecto de ley establece: “I. De conformidad a lo establecido en el 

Artículo 168 de la Constitución Política del Estado, el Presidente y Vicepresidente 
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elegidos por primera vez a partir de la vigencia de la Constitución, están 

habilitados para una reelección por una sola vez de manera continua. II. La 

prescripción contenida en la Disposición Transitoria Primera, parágrafo II de la 

Constitución Política del Estado es aplicable a las autoridades que después del 22 

de enero de 2010, continuaron ejerciendo cargos  públicos, sin nueva elección, 

designación o nombramiento”.

Al respecto, la norma objeto de análisis determina dos aspectos que deben ser 

analizados a fin de realizar el contraste de constitucionalidad, el primero 

determina que el Presidente y el Vicepresidente se encuentran habilitados para la 

reelección por una sola vez de forma continua desde el momento de haber sido 

elegidos por primera vez, a partir de la vigencia de la Constitución; y el segundo, 

establece que el parágrafo de la Disposición Transitoria Primera de la 

Constitución Política del Estado, es aplicable a las autoridades que después del 

22 de enero de 2010, continuaron ejerciendo cargos públicos, sin nueva 

elección, designación o nombramiento. 

Sobre este particular y en lo referente al ámbito personal de aplicación regulado 

por el citado proyecto, debe señalarse que tanto el Presidente como el 

Vicepresidente, en el marco del Estado Unitario Social de Derecho, Plurinacional 

Comunitario, libre, independiente, soberano, democrático, intercultural, 

descentralizado y con autonomías, tal cual reza el art. 1 de la CPE, son 

autoridades cuya fuente de poder tiene su origen en una forma democrática de 

gobierno mediante el voto universal, obligatorio, directo, libre y secreto, tal 

como lo señala el art. 166.1 de la CPE; en este sentido, por la naturaleza jurídica 

de su mandato, que tal como se dijo, emerge del voto popular, en el contexto del 

sistema de gobierno adoptado por el Estado Plurinacional de Bolivia, que se 

plasma en el art. 11 de la CPE y al estar regulado su mandato en la parte 

orgánica de la constitución, se colige que no existe incompatibilidad alguna del 

desarrollo normativo mediante ley expresa de este elemento fáctico-normativo de 

la disposición objeto de análisis con el orden constitucional.

En ese sentido, se advierte que la norma en análisis destaca la figura de la 

reelección, refiriéndose únicamente al caso del Presidente y Vicepresidente, 

sosteniendo además que si éstos fueron elegidos en vigencia del nuevo régimen 

constitucional se encuentran habilitados para la reelección, dado que de una 

interpretación literal de la Disposición Transitoria Primera, se extrae que los 

mandatos anteriores a la vigencia de la Constitución, seguirán computándose 

hasta la posesión de las nuevas autoridades, desprendiendo el mismo resultado 

si se considera la interpretación sistemática de la referida Disposición Transitoria, 

así su parágrafo I acorta los mandatos de autoridades nacionales hasta “…la 

elección de la Asamblea Legislativa Plurinacional, Presidente y Vicepresidente de 

la republica…”, posteriormente el parágrafo IV prorroga el mandato de las 

autoridades municipales y en ese contexto el parágrafo II, refiriéndose a todos 

los mandatos sean de nivel nacional, departamental o municipal en ese momento 

vigentes, prorroga el computo de sus funciones hasta el nuevo periodo de las 

nuevas autoridades, de forma que no hace mención expresa, sobre si el periodo 

constitucional que desarrollaba constituía o no su primer periodo constitucional.
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Asimismo, para este Tribunal la Disposición Transitoria Primera de la CPE, debe 

interpretarse conforme a las normas definitivas contenidas en la misma 

Constitución y específicamente por la parte dogmática constitucional. 

Por otra parte, conforme al Fundamento Jurídico III.5 de la presente Declaración 

Constitucional, es necesario rememorar que la Asamblea Constituyente en 

Bolivia, cuyo proceso fue iniciado el 2006, concluyendo el 2009, tuvo 

inequívocamente un carácter originario, con origen en la voluntad democrática 

popular, característica a partir de la cual, se entiende su autonomía, en mérito de 

la cual, el nuevo orden es diferente al pre-existente, el nuevo orden implica una 

nueva era jurídico- política basada en la refundación del Estado, por ello se 

concluye que es absolutamente razonable y acorde con la 

Constitución, realizar el computo del plazo para el ejercicio de 

funciones tanto del Presidente como del Vicepresidente del Estado 

Plurinacional de Bolivia, desde el momento en el cual la función 

constituyente refundo el Estado y por ende creo un nuevo orden 

jurídico - político. 

El art. 168  de la CPE, prevé que el Presidente y Vicepresidente elegidos por 

primera vez a partir de la vigencia de la Constitución, están habilitados para una 

reelección por una sola vez de manera continua. Al respecto, la precisión 

normativa realizada por el art. 4.I. del proyecto de ley objeto del presente test de 

constitucionalidad, en cuanto al momento para el cómputo del plazo para la 

reelección de autoridades a través del voto popular, no desborda el contenido 

normativo del citado artículo constitucional menos lo contradice, ya 

que el desarrollo se encuentra inserto en la parte orgánica de la 

constitución.

Efectuada la compatibilización de la primera parte del art. 4 del proyecto de ley 

en consulta, corresponde ahora realizar dicha labor en cuanto al ámbito personal 

de aplicación de la misma, contenido en el segundo presupuesto del citado art. 4 

en estudio que refiere: “La prescripción contenida en la Disposición Transitoria 

Primera, parágrafo II de la Constitución Política del Estado es aplicable a las 

autoridades que después del 22 de enero de 2010, continuaron ejerciendo cargos 

públicos sin nueva elección, designación o nombramiento”.

En este orden, el ámbito de aplicación temporal inserto en el art. 4.II del 

proyecto de ley objeto del presente contraste de constitucionalidad, contempla a 

las autoridades que después del 22 de enero de 2010, continuaron ejerciendo 

cargos públicos, autoridades distintas al Presidente y Vicepresidente del Estado 

Plurinacional de Bolivia, es así que la regulación diferenciada del ámbito personal 

de aplicación, en cuanto a autoridades públicas diferentes al Presidente y 

Vicepresidente del Estado, no implica una contradicción con el orden 

constitucional vigente.

En efecto, conforme se precisó antes, el carácter soberano de la función 

constituyente no está vinculado a ninguna norma jurídica previa, toda vez que 

por su naturaleza es un poder pre-jurídico; así la función constituyente, en mérito 

a su rasgo autónomo, es una fuente y esencia del nuevo orden jurídico, diferente 
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del orden pre-constituido, en mérito de la cual, como se dijo, el nuevo orden 

diseñado, es diferente al pre-existente.

En ese contexto, si bien es cierto que la función constituyente refundó el Estado 

(2009) y creó un nuevo orden jurídico-político, no es menos evidente que el 

cumplimiento de los fines esenciales del Estado, implica el reconocimiento de 

mecanismos idóneos, para asegurar una eficaz gestión pública en el periodo 

inter-orgánico de transición hacia la implementación plena de la nueva estructura 

estatal.

En consecuencia, de acuerdo a una interpretación teleológica se tiene que la función 

pública ejercida por servidores públicos, que después del 22 de enero de 2010, 

hubieren continuado en el ejercicio de sus cargos sin nueva elección, designación 

o nombramiento, asegura la continuidad y consiguiente eficacia de la gestión 

pública destinada al cumplimiento de los fines esenciales del Estado, por tanto, 

en este marco, el contenido del art. 4.II del proyecto de Ley de Aplicación 

Normativa, no sólo que es razonable y coherente, sino también compatible con el 

orden constitucional vigente.

III.10.Compatibilización del art. 5 del proyecto de ley en consulta

El proyecto de ley sometido a control de constitucionalidad prevé que de 

conformidad a lo establecido en el art. 158.I.11 y 321.III de la CPE, el pleno de 

la Asamblea Legislativa Plurinacional podrá considerar, en el término de sesenta 

días el Presupuesto General del Estado presentado por el Órgano Ejecutivo, 

quien lo remitirá al menos dos meses antes de la finalización de cada año fiscal.

Con la finalidad de  realizar el test de constitucionalidad del art. 5 propuesto 

debe precisarse que el tenor literal del art. 158.I.11 de la CPE, establece como 

atribución de la Asamblea Legislativa Plurinacional, además de las que 

determina esta Constitución y la ley: “Aprobar el Presupuesto General del 

Estado presentado por el Órgano Ejecutivo. Recibido el proyecto de ley, éste 

deberá ser considerado en la Asamblea Legislativa Plurinacional dentro del 

término de sesenta días. En caso de no ser aprobado en este plazo, el proyecto 

se dará por aprobado”.

Por su parte el tener literal del art. 32.1.III de la CPE, dispone que “El Órgano 

Ejecutivo presentará a la Asamblea Legislativa Plurinacional, al menos dos 

meses antes de la finalización de cada año fiscal, el proyecto de ley del 

Presupuesto General para la siguiente gestión anual, que incluirá a todas las 

entidades del sector público”.

En el caso analizado salta a la vista que el legislador ordinario en el art. 5 del 

proyecto de ley en consulta determina como una obligación facultativa de la 

Asamblea Legislativa Plurinacional el aprobar el Presupuesto General del 

Estado, así el referido artículo señala “…el Pleno de la Asamblea Legislativa 

Plurinacional podrá considerar,…”, cuando el texto constitucional manda de 
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manera imperativa a la Asamblea aprobar el presupuesto general del Estado, 

este cambio del verbo -deberá por podrá- implica un reforma constitucional, 

que no es posible de ser realizada a través de una ley, en ese sentido, al no ser 

viable  cambiar un deber constitucional por una facultad legal, la norma 

planteada en el proyecto resulta ser inconstitucional.

III.11.Respecto al art. 6 sometido a consulta

El art. 6 del proyecto de ley establece: “La obligación de denunciar los Tratados 

Internacionales contrarios a la Constitución, establecida  en la Disposición 

Transitoria Novena de la Constitución  Política del Estado, implica la posibilidad 

de denunciarlos o, alternativamente, demandarlos ante Tribunales 

Internacionales, a fin de precautelar los altos intereses del Estado”.

La norma propuesta tiene su origen constitucional en la Disposición  Transitoria 

Novena de la Constitución Política del Estado que determina: “Los tratados 

internacionales anteriores a la Constitución y que no la contradigan se 

mantendrán en el ordenamiento jurídico interno, con rango de ley. En el plazo 

de cuatro años desde la elección del nuevo Órgano Ejecutivo, éste denunciará 

y, en su caso, renegociará los tratados internacionales que sean contrarios a la 

Constitución”.

De las normas glosadas se tienen dos elementos relevantes, el primero referido a 

la disquisición de Tratados internacionales que contradicen la constitucional y 

aquello que no lo hacen, facultando al Órgano Ejecutivo a denunciar los Tratados 

internacionales o alternativamente demandarlos ante Tribunales Internacionales, 

por lo que en esa labor corresponderá diferenciar los Tratados internacionales 

que contradicen la Constitución de los que no lo hacen y fundamentalmente los 

que forman parte de ella. 

Respecto del primer supuesto referido a los Tratados internacionales que 

contradicen la constitucional, debe aclararse que no es potestativo del Órgano 

Ejecutivo denunciar o alternativamente demandarlos ante Tribunales 

Internacionales,  así el art. 108 de la CPE, establece como deber fundamental el 

“conocer, cumplir y hacer cumplir la Constitución y las leyes” (el resaltado 

no corresponde), luego es posible la denuncia o demanda de Tratados 

internacionales que se contrapongan al interés estatal.

Sin embargo, es preciso aclarar que la denuncia o demanda de Tratados 

internacionales de Derechos Humanos que integran la Constitución, por su rango 

normativo y su especial consideración por parte del legislador constituyente, 

debe enmarcarse al cumplimiento de requisitos y en los presupuestos 

establecidos por la misma Norma Suprema, lo que implica no sólo efectuar la 

denuncia en el marco del art. 260 de la CPE, sino también el determinar con 

precisión el objeto y alcance de la denuncia, en atención a la protección de 

derechos humanos y en consideración a que uno de los fines esenciales del 

Estado Plurinacional es su protección y la materialización de su ejercicio pleno.

En merito a lo señalado, debe establecerse que el contenido del art. 6 del 

Página 17 de 19



proyecto de ley objeto de la presente test de constitucionalidad, se encuentra 

conforme al bloque de constitucionalidad en tanto y en cuanto asuma la 

interpretación plasmada en el presente fundamento.

POR TANTO

El Tribunal Constitucional Plurinacional, en su Sala Plena; en virtud de la autoridad que 

le confiere la Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia y el art. 12.8 de la 

Ley del Tribunal Constitucional Plurinacional; resuelve declarar:

1º La CONSTITUCIONALIDAD de los arts. 1, 2, 3 y 4 del proyecto de “Ley de 

Aplicación Normativa”, por hallarse conforme al contenido de la Constitución 

Política del Estado.

2º La INCONSTITUCIONALIDAD del art. 5 del proyecto de “Ley de Aplicación 

Normativa”.

3º La CONSTITUCIONALIDAD condicionada del art. 6 del proyecto de “Ley de 

Aplicación Normativa”, a los razonamientos expuestos en el Fundamento Jurídico 

III.11.

Fdo. Dr. Ruddy José Flores Monterrey

PRESIDENTE

Fdo. Dr. Zenón Hugo Bacarreza Morales

MAGISTRADO

Fdo. Dr. Efren Choque Capuma

MAGISTRADO

Fdo. Dra. Mirtha Camacho Quiroga

MAGISTRADA 

Fdo. Dr. Macario Lahor Cortez Chávez 

MAGISTRADO

Fdo. Dra. Neldy Virginia Andrade Martínez

MAGISTRADA

Fdo. Dra. Ligia Mónica Velásquez Castaños
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